
3) Reservar la decisión sobre las costas.

4) La República Federal de Alemania, Irlanda y el Reino de España cargarán con sus propias costas.

(1) DO C 81 de 9.3.2015.

Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 21 de diciembre de 2016 (petición de decisión 
prejudicial planteada por el Oberlandesgericht Celle — Alemania) — Remondis GmbH & Co. KG 

Region Nord/Region Hannover

(Asunto C-51/15) (1)

[Procedimiento prejudicial — Artículo 4 TUE, apartado 2 — Respeto de la identidad nacional de los 
Estados miembros, inherente a las estructuras fundamentales políticas y constitucionales de éstos, también 

en lo referente a la autonomía local y regional — Organización interna de los Estados miembros — 
Entidades territoriales — Instrumento jurídico por el que se crea una nueva entidad de Derecho público y 
se organiza la transferencia de competencias y responsabilidades para desempeñar funciones públicas — 
Contratos públicos — Directiva 2004/18/CE — Artículo 1, apartado 2, letra a) — Concepto de «contrato 

público»]

(2017/C 053/06)

Lengua de procedimiento: alemán

Órgano jurisdiccional remitente

Oberlandesgericht Celle

Partes en el procedimiento principal

Demandante: Remondis GmbH & Co. KG Region Nord

Demandada: Region Hannover

con intervención de: Zweckverband Abfallwirtschaft Region Hannover

Fallo

El artículo 1, apartado 2, letra a), de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de marzo de 2004, sobre 
coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, de suministro y de servicios, debe interpretarse en el 
sentido de que no constituye un contrato público un acuerdo entre dos entidades territoriales, como el controvertido en el litigio principal, 
sobre la base del cual éstas adoptan un estatuto por el que se crea un consorcio de entidades, con personalidad jurídica de Derecho público, 
y por el que se transfiere a esa nueva entidad pública determinadas competencias de las que disfrutaban esas entidades hasta entonces y 
que en adelante corresponderán al consorcio de entidades.

No obstante, tal transferencia de competencias relativa al desempeño de funciones públicas sólo existe si se refiere a la vez, a las 
responsabilidades derivadas de la competencia transferida y a los poderes que son el corolario de ésta, de modo que la autoridad pública 
que es ahora competente dispone de autonomía decisoria y financiera, lo que corresponde comprobar al órgano jurisdiccional remitente. 

(1) DO C 155 de 11.5.2015.
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